
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2019 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA 
EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO RESULTA 
APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS EN CONTRATOS 
BANCARIOS DE ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN A 
LA GARANTÍA DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. De 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 1093 y 1120 del Código de 
Comercio, la competencia territorial es prorrogable, en atención a que las 
partes de un acto jurídico pueden someterse, para el caso de controversia, 
a los tribunales de un determinado lugar a través del pacto de sumisión, 
mediante el cual los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa. 
Sin embargo, para que se configure esa sumisión, necesariamente debe 
existir la voluntad de las partes en renunciar al fuero que la ley les concede 
y que se haga la designación de tribunales competentes, pero con la 
condición de que sean únicamente los del domicilio de alguna de las partes, 
los del lugar del cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, o 
los del lugar de ubicación de la cosa. Ahora, si bien es cierto que en términos 
de lo dispuesto por el artículo 78 del Código de Comercio, la voluntad de las 
partes es la ley suprema de los contratos -entre los que se encuentran los 
contratos de adhesión de prestación de servicios bancarios-; también lo es 
que esa regla genérica en materia mercantil no es aplicable al pacto de 
sumisión cuando se someta al usuario financiero a la jurisdicción de un lugar 
diferente al de su residencia habitual. Efectivamente, constituye un hecho 
notorio que las instituciones bancarias no ofrecen sus servicios únicamente 
dentro de una jurisdicción territorial específica, sino que lo hacen a lo largo 
de todo el territorio nacional, obteniendo lucro por tales actividades. Por lo 
anterior, resulta lógico y razonable estimar que, en caso de controversia, no 
debe obligarse a los usuarios financieros a tener que desplazarse e incurrir 
en costos extraordinarios para poder tener un acceso efectivo a la justicia, 
máxime si estamos en presencia de un contrato  mercantil de adhesión 
cuyos términos no resultan negociables. Consecuentemente, con 
independencia de que los contratantes hayan estipulado una cláusula de 
sumisión expresa a la competencia de los juzgados y tribunales de 
determinada circunscripción territorial, lo cierto es que tratándose de 
contratos de adhesión celebrados con instituciones bancarias, esa regla no 
cobra aplicación, debiendo apegarse a la interpretación que más favorezca 
el derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 de la 
Constitución Federal, que consiste en que los particulares cuentan con 
libertad para fijar la competencia donde se tramitará el juicio, tomando como 
parámetro el lugar donde se encuentre su domicilio, siempre y cuando 
también se proteja el interés de la institución crediticia demandada, que se 
traduce en que no se vea mermado su derecho de defensa por no contar 
con infraestructura o representación en los lugares en donde se 
desenvuelva la controversia.  
 
Contradicción de tesis 192/2018. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera 
Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 14 de noviembre de 2018. 
La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 



 

 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, 
en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver 
el amparo directo 105/2018 (cuaderno auxiliar 334/2018), consideró que 
con independencia de que las partes hubieran estipulado una cláusula de 
sumisión expresa al momento de suscribir el contrato fundatorio de la 
acción, que los sujetaba a la jurisdicción de los tribunales del Distrito 
Federal, actualmente Ciudad de México, lo cierto era que esa determinación 
no era razonable ni proporcional a la naturaleza de las partes en litigio, por 
lo que a fin de privilegiar el derecho fundamental de acceso a la tutela 
judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución Federal, el 
asunto podía tramitarse en la jurisdicción elegida por el actor, pues basta 
que la institución bancaria tenga su domicilio en el lugar seleccionado por 
el acreedor y que en ese lugar se haya celebrado el contrato de prestación 
de servicios. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 460/2017, determinó que los 
interesados renunciaron expresamente al fuero que la ley les concedió, por 
lo que debía estarse de manera literal al clausulado del contrato en donde 
las partes manifestaron su voluntad de someterse a la jurisdicción de los 
tribunales de la Ciudad de México. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 2/2019 (10a.) 
 
 

HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR TESTAMENTO 
O INTESTADO POR RAZÓN DE LA ACUSACIÓN DE DELITO CONTRA 
EL AUTOR DE LA SUCESIÓN O DE QUIENES PREVEA EL CÓDIGO 
CIVIL RELATIVO, SÓLO SE ACTUALIZA CUANDO LA DENUNCIA SE 
INTERPONGA EN VIDA DE AQUÉL A EFECTO DE QUE PUEDA 
PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE 
NUEVO LEÓN, DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO). Existen 
diversas causas de incapacidad para heredar, entre ellas, la prevista en los 
artículos 1213, fracción II, del Código Civil para el Estado de Nuevo León; 
1316, fracción II, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, vigente hasta el 18 de diciembre de 2014, y 2653, 
fracción II, del Código Civil para el Estado de Tlaxcala. Ellos disponen 
esencialmente, que es incapaz de heredar por testamento o por intestado, 
el que haya hecho contra el autor de la sucesión, sus ascendientes, 
descendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien viva en 
concubinato, acusación de delito que merezca pena de prisión, aun cuando 
aquélla sea fundada, a no ser que ese acto haya sido preciso para que el 
acusador salvara su vida, su libertad, su honra o la de sus descendientes, 
ascendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien viva en 
concubinato, situación que exceptúa la necesidad de obtener el perdón del 
autor de la sucesión. En ese sentido, la incapacidad para heredar por razón 
de la acusación de delito, tratándose de testamento o intestado, sólo se 
actualiza cuando la denuncia contra el autor de la sucesión o de las 
personas que prevea la fracción II de los artículos referidos, se interponga 
en vida de aquél, para que exista la posibilidad de que otorgue su perdón al 
ofensor, ya sea de forma expresa, por declaración auténtica, por hechos 
indubitables o, en caso de que el ofendido instituye heredero al ofensor, 
revalide su institución anterior con las solemnidades requeridas. Ello, con el 
propósito de que recupere su capacidad para heredar, pues sería ilógico 
que ya difunto resintiera un agravio por acusación de delito o que pudiera 
perdonarlo, pues dicha circunstancia resultaría imposible, pues sólo el autor 
de la sucesión es quien tiene la facultad para otorgar el referido perdón o 
instituirlo como heredero, al ser titular de la masa hereditaria susceptible de 
ser heredada. Lo anterior, ya que los preceptos de referencia no deben 
interpretarse en forma aislada, sino sistemática con los demás artículos que 
se relacionan con la incapacidad para heredar, lo que es correlativo con las 
normas correspondientes, referentes a que para que el heredero pueda 
suceder, basta que sea capaz al tiempo de la muerte del autor de la 
sucesión. 

 
Contradicción de tesis 239/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. 28 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 



 

 

Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María 
García Pineda. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 110/2011, del que derivaron las 
tesis aisladas I.3o.C. 1017 C (9a.) y I.3o.C.1018 C (9a.), de rubros: 
"INCAPACIDAD PARA HEREDAR. LA OFENSA AL AUTOR DE LA 
SUCESIÓN Y A SUS DESCENDIENTES, DEBE SER EN VIDA DE 
AQUÉL.";  y  "DENUNCIA DEL DELITO QUE GENERA INCAPACIDAD 
PARA HEREDAR (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN 
II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL).", publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, 
enero de 2012, tomo 5, páginas 4481 y 4333, con números de registro digital 
160402 y 160416, respectivamente. 
 
El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 302/2003, sostuvo la tesis 
aislada I.11o.C.81 C, de rubro: “HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA 
HEREDAR POR ACUSACIÓN DE DELITO SE ACTUALIZA CANDO ÉSTA 
SE PRESENTA EN VIDA DEL AUTOR DE LA SUCESIÓN (LEGISLACION 
DEL DISTRTO FEDERAL).”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XVIII, octubre de 2003, 
página 1019, con número de registro digital 183052. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el juicio 
de amparo directo 635/2011 (cuaderno auxiliar 715/2011), dictado en apoyo 
del Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, del que derivó la tesis 
VII, 2o. (IV región) 2 C (10a.), de rubro: “HEREDEROS. LA DENUNCIA POR 
HECHO DELICTUOSO CONTRA LOS ASCENDIENTES, 
DESCENDIENTES, HERMANOS, CÓNYUGE O CONCUBINA DEL 
AUTOR DE LA HERENCIA Y QUE ACTUALIZA LA SANCIÓN DE 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR, DEBE EFECTUARSE EN VIDA DEL DE 
CUJUS A EFECTO DE QUE PUEDA PERDONAR LA OFENSA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA).”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, 
junio de 2012, Tomo 2, página 873, número de registro digital 2000982. 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 282/2015, determinó que 
para la pérdida de la capacidad para heredar por delito, podía actualizarse 
aun cuando la denuncia se interpusiera después de la muerte de la 
sucesión, ya que no era necesario que dicho autor resintiera agravio alguno, 
pues lo que provoca la pérdida del derecho a heredar es la ingratitud, 
además de que para recuperar el derecho de suceder podría darse el 
supuesto de demostrar que si acusó a alguno o algunos de los coherederos 
fue para salvar su vida, su honra, o la de sus descendientes, ascendientes, 
hermanos o cónyuge. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 



 

 

de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. LA 
PROHIBICIÓN PARA EL AUTOCONSUMO DE MARIHUANA 
CONTENIDA EN LA LEY GENERAL DE SALUD INCIDE PRIMA FACIE 
EN EL CONTENIDO DE DICHO DERECHO FUNDAMENTAL. Esta 
Primera Sala entiende que el derecho fundamental al libre desarrollo de la 
personalidad permite, prima facie, que las personas mayores de edad 
decidan sin interferencia alguna qué tipo de actividades recreativas o 
lúdicas desean realizar, así como llevar a cabo todas las acciones o 
actividades necesarias para poder materializar dicha elección. De esta 
manera, la elección de alguna actividad recreativa o lúdica es una decisión 
que pertenece indudablemente a la esfera de autonomía personal que debe 
estar protegida por la Constitución. Esa elección puede incluir la ingesta o 
el consumo de sustancias que produzcan experiencias que en algún sentido 
"afecten" los pensamientos, las emociones y/o las sensaciones de la 
persona. En esta línea, se ha señalado que la decisión de fumar marihuana 
puede tener distintas finalidades, entre las que se incluyen el alivio de la 
tensión, la intensificación de las percepciones o el deseo de nuevas 
experiencias personales y espirituales. Estas experiencias se encuentran 
entre las más personales e íntimas que alguien pueda experimentar, de tal 
manera que la decisión de un individuo mayor de edad de "afectar" su 
personalidad de esta manera con fines recreativos o lúdicos se encuentra 
tutelada prima facie por el derecho al libre desarrollo de ésta. Así las cosas, 
esta Primera Sala concluye que la prohibición contenida en los artículos 
235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la Ley 
General de Salud, efectivamente incide en el contenido prima facie del 
derecho fundamental en cuestión, toda vez que constituye un obstáculo 
jurídico que impide ejercer el derecho a decidir qué tipo de actividades 
recreativas o lúdicas se desean realizar, al tiempo que también impide llevar 
a cabo lícitamente todas las acciones o actividades necesarias para poder 
materializar esa elección a través del autoconsumo de la marihuana: 
siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, 
transporte, etcétera. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
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formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa.  
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 4/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU 
DIMENSIÓN EXTERNA E INTERNA. La libertad "indefinida" que es 
tutelada por el derecho al libre desarrollo de la personalidad complementa 
las otras libertades más específicas, tales como la libertad de conciencia o 
la libertad de expresión, puesto que su función es salvaguardar la "esfera 
personal" que no se encuentra protegida por las libertades más 
tradicionales y concretas. En este sentido, este derecho es especialmente 
importante frente a las nuevas amenazas a la libertad individual que se 
presentan en la actualidad. Ahora bien, la doctrina especializada señala que 
el libre desarrollo de la personalidad tiene una dimensión externa y una 
interna. Desde el punto de vista externo, el derecho da cobertura a una 
genérica "libertad de acción" que permite realizar cualquier actividad que el 
individuo considere necesaria para el desarrollo de su personalidad. En 
cambio, desde una perspectiva interna, el derecho protege una "esfera de 
privacidad" del individuo en contra de las incursiones externas que limitan 
la capacidad para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce 
la autonomía personal. Al respecto, si bien en un plano conceptual puede 
trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta 
complicado adscribir los casos de ejercicio de este derecho a una sola de 
estas dimensiones. Ello es así, porque las acciones que realizan los 
individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de 
llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que 
en principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas 
acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una 
cuestión de énfasis. Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto 
más relevante de la autonomía personal se aprecia en la acción realizada, 
existen otras situaciones en las que el ejercicio de la autonomía se observa 
más claramente a través de la decisión adoptada por la persona. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa.  
 



 

 

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. BRINDA 
PROTECCIÓN A UN ÁREA RESIDUAL DE LIBERTAD QUE NO SE 
ENCUENTRA CUBIERTA POR LAS OTRAS LIBERTADES PÚBLICAS. 
La Constitución mexicana otorga una amplia protección a la autonomía de 
las personas, al garantizar el goce de ciertos bienes que son indispensables 
para la elección y materialización de los planes de vida que los individuos 
se proponen. Así, en términos generales, puede decirse que los derechos 
fundamentales tienen la función de "atrincherar" esos bienes contra 
medidas estatales o actuaciones de terceras personas que puedan afectar 
la autonomía personal. De esta manera, los derechos incluidos en ese "coto 
vedado" están vinculados con la satisfacción de esos bienes básicos que 
son necesarios para la satisfacción de cualquier plan de vida. En este orden 
de ideas, el bien más genérico que se requiere para garantizar la autonomía 
de las personas es precisamente la libertad de realizar cualquier conducta 
que no perjudique a terceros. En este sentido, la Constitución y los tratados 
internacionales reconocen un catálogo de "derechos de libertad" que se 
traducen en permisos para realizar determinadas acciones que se estiman 
valiosas para la autonomía de las personas (expresar opiniones, moverse 
sin impedimentos, asociarse, adoptar una religión u otro tipo de creencia, 
elegir una profesión o trabajo, etcétera), al tiempo que también comportan 
límites negativos dirigidos a los poderes públicos y a terceros, toda vez que 
imponen prohibiciones de intervenir u obstaculizar las acciones permitidas 
por el derecho fundamental en cuestión. Ahora bien, el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad brinda protección a un "área residual de 
libertad" que no se encuentra cubierta por las otras libertades públicas. En 
efecto, estos derechos fundamentales protegen la libertad de actuación 
humana de ciertos "espacios vitales" que, de acuerdo con la experiencia 
histórica, son más susceptibles de ser afectados por el poder público; sin 
embargo, cuando un determinado "espacio vital" es intervenido a través de 
una medida estatal y no se encuentra expresamente protegido por un 
derecho de libertad específico, las personas pueden invocar la protección 
del derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, este 
derecho puede entrar en juego siempre que una acción no se encuentre 
tutelada por un derecho de libertad específico. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 



 

 

José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2019 (10a.) 
 
 

DERECHOS DE TERCEROS Y ORDEN PÚBLICO. CONSTITUYEN 
LÍMITES EXTERNOS DEL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. Si bien el libre desarrollo de la personalidad da cobertura 
prima facie a un derecho más específico consistente en consumir 
marihuana con fines lúdicos o recreativos, ello no significa que ese derecho 
tenga un carácter definitivo. En este sentido, el libre desarrollo de la 
personalidad no es un derecho absoluto, por lo que puede ser limitado con 
la finalidad de perseguir algún objetivo constitucionalmente válido. Este 
derecho encuentra algunos de sus límites en los derechos de los demás y 
en el orden público. De esta manera, estos límites externos al derecho 
fundamental funcionan como cláusulas que autorizan al legislador a 
intervenir en el libre desarrollo de la personalidad, siempre que tal 
intervención sea idónea, y no resulte innecesaria o desproporcionada en 
sentido estricto. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa.  
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 



 

 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 7/2019 (10a.) 
 
 

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. 
ÉSTA PERSIGUE FINALIDADES CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDAS. 
La finalidad de la prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana 
prevista en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último 
párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, consiste en proteger la "salud" y 
el "orden público", puesto que de una interpretación sistemática del 
ordenamiento, así como de los distintos procesos de reforma a la ley, puede 
desprenderse que el legislador tuvo la intención de procurar la salud de los 
consumidores de drogas y proteger a la sociedad de las consecuencias 
perniciosas derivadas del consumo de drogas, dado que se ha considerado 
que esta actividad tiene efectos nocivos tanto para el consumidor como para 
la sociedad en general. Al respecto, hay que destacar que ambas 
finalidades son constitucionalmente válidas. Por un lado, es evidente que la 
protección de la salud es un objetivo que legítimamente puede perseguir del 
Estado, toda vez que se trata de un derecho fundamental reconocido en el 
artículo 4o. constitucional, en el cual se establece expresamente que toda 
persona tiene derecho a la protección de la salud. Por otro lado, la 
Constitución reconoce como interés legítimo del Estado la protección del 
conglomerado social. Así, no hay duda de que resulta de orden público la 
persecución de objetivos sociales colectivos a través de decisiones 
legislativas o políticas públicas. No obstante lo anterior, conviene precisar 
que el test de proporcionalidad no se satisface únicamente con verificar que 
la medida legislativa persiga finalidades válidas, sino que además es 
preciso que la misma sea idónea, necesaria y proporcional en sentido 
estricto. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
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Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 8/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. DIMENSIONES 
INDIVIDUAL Y SOCIAL. La protección de la salud es un objetivo que el 
Estado puede perseguir legítimamente, toda vez que se trata de un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en el cual se 
establece expresamente que toda persona tiene derecho a la protección de 
la salud. Al respecto, no hay que perder de vista que este derecho tiene una 
proyección tanto individual o personal, como una pública o social. Respecto 
a la protección a la salud de las personas en lo individual, el derecho a la 
salud se traduce en la obtención de un determinado bienestar general 
integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la persona, del 
que deriva otro derecho fundamental, consistente en el derecho a la 
integridad físico-psicológica. De ahí que resulta evidente que el Estado tiene 
un interés constitucional en procurarles a las personas en lo individual un 
adecuado estado de salud y bienestar. Por otro lado, la faceta social o 
pública del derecho a la salud consiste en el deber del Estado de atender 
los problemas de salud que afectan a la sociedad en general, así como en 
establecer los mecanismos necesarios para que todas las personas tengan 
acceso a los servicios de salud. Lo anterior comprende el deber de 
emprender las acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales como el 
desarrollo de políticas públicas, controles de calidad de los servicios de 
salud, identificación de los principales problemas que afecten la salud 
pública del conglomerado social, entre otras. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
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Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 9/2019 (10a.) 
 
 

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. 
NO ES UNA MEDIDA PROPORCIONAL PARA PROTEGER LA SALUD Y 
EL ORDEN PÚBLICO. En la cuarta y última etapa del test de 
proporcionalidad, corresponde comparar el grado de intervención en el 
derecho fundamental frente al grado de satisfacción de la finalidad 
constitucional perseguida. En este contexto, en el caso de la prohibición 
absoluta al consumo lúdico de la marihuana contenida en los artículos 235, 
último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la Ley 
General de Salud, corresponde contrastar la eficacia con la que el "sistema 
de prohibiciones administrativas" consigue proteger la salud de las 
personas y el orden público, frente al nivel de afectación que esa misma 
medida provoca en el contenido prima facie del derecho al libre desarrollo 
de la personalidad. Así, en claro contraste con las escasas afectaciones en 
la salud y el orden público que protege la prohibición aludida, se ubica la 
intensa afectación al derecho al libre desarrollo de la personalidad que 
supone dicha medida legislativa. Desde este punto de vista, la afectación al 
libre desarrollo de la personalidad que comporta este "sistema de 
prohibiciones administrativas" puede calificarse como muy intensa, pues 
consiste en una prohibición prácticamente absoluta para consumir la 
marihuana y realizar las actividades relacionadas con el autoconsumo de 
ésta, de tal manera que suprime todas las posiciones jurídicas en las que 
podría ejercerse el derecho. En tal sentido, la medida analizada no se 
circunscribe a regular la forma y lugar en que pueden realizarse dichas 
actividades atendiendo a las finalidades constitucionalmente válidas que 
efectivamente tienen esos artículos, como podría haberlo hecho el 
legislador, sino que directamente prohíbe todas esas conductas. 
Consecuentemente, el "sistema de prohibiciones administrativas" ocasiona 
una afectación muy intensa al derecho al libre desarrollo de la personalidad 
en comparación con el grado mínimo de protección a la salud y al orden 
público que alcanza dicha medida. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


 

 

formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
 
Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 10/2019 (10a.) 
 
 

INCONSTITUCIONALIDAD DE LA PROHIBICIÓN ABSOLUTA AL 
CONSUMO LÚDICO O RECREATIVO DE MARIHUANA PREVISTA POR 
LA LEY GENERAL DE SALUD. Los artículos 235, último párrafo, 237, 245, 
fracción I, 247, último párrafo, y 248, todos de la Ley General de Salud, en 
las porciones normativas que establecen una prohibición para que la 
Secretaría de Salud emita autorizaciones para realizar las actividades 
relacionadas con el autoconsumo con fines lúdicos o recreativos -sembrar, 
cultivar, cosechar, preparar, poseer y transportar- del estupefaciente 
"cannabis" (sativa, índica y americana o marihuana, su resina, preparados 
y semillas) y del psicotrópico "THC" [tetrahidrocannabinol, los siguientes 
isómeros: ∆6a (10a), ∆6a (7), ∆7, ∆8, ∆9, ∆10, ∆9 (11) y sus variantes 
estereoquímicas], en conjunto conocido como “marihuana”, son 
inconstitucionales, toda vez que provocan una afectación innecesaria y 
desproporcionada en el derecho al libre desarrollo de la personalidad. En 
efecto, la medida no es necesaria debido a que existen medios alternativos 
a la prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana que son 
igualmente idóneos para proteger la salud y el orden público, pero que 
afectan en menor grado al derecho fundamental en cuestión; asimismo, la 
ley ocasiona una afectación muy intensa al derecho al libre desarrollo de la 
personalidad, en comparación con el grado mínimo de protección a la salud 
y al orden público que alcanza dicha medida. 
 
Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 
31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio Morales Simón. 
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Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Alejandro González Piña. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 11/2019 (10a.) 
 
 

IMPEDIMENTOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN PENAL. SE 
ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146, FRACCIÓN 
XVI, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN (VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DE 17 DE JUNIO DE 
2016), CUANDO EL MAGISTRADO UNITARIO ACTUÓ COMO JUEZ DE 
PRIMERA INSTANCIA EN CUALQUIER ETAPA DEL MISMO PROCESO. 
El artículo 146, fracción XVI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación señala que, por regla general, los Magistrados Unitarios están 
impedidos para conocer del recurso de apelación cuando hubieran sido 
Jueces o Magistrados del mismo asunto en otra instancia. Dicho artículo 
solamente prevé una excepción a esa regla: cuando el Magistrado Unitario 
que debe resolver el recurso de apelación contra la sentencia definitiva, 
haya conocido de algún recurso contra los autos a los que se refieren las 
fracciones II a IX del artículo 367 del Código Federal de Procedimientos 
Penales. Ahora bien, la fracción XVI referida debe interpretarse de forma 
restrictiva, toda vez que a través de ella se trata de evitar escenarios en los 
que pueda ponerse en riesgo la objetividad e imparcialidad de los jueces. 
En este sentido, el solo hecho de que un Magistrado revise en apelación 
una resolución cuya legalidad depende de otras determinaciones 
procesales en las que éste intervino como Juez de Primera Instancia, puede 
generar incertidumbre sobre su imparcialidad y respecto a la posibilidad de 
que se vea inclinado a confirmar —aun indirectamente— sus propias 
determinaciones, aunque hayan sido meramente de trámite. Por tanto, se 
estima que la causal de impedimento referida sí es aplicable cuando un 
Magistrado Unitario de Circuito conoce de un recurso de apelación 
interpuesto en un proceso penal federal, del que conoció cuando se 
desempeñaba como Juez de Distrito, aunque solamente hubiera dictado 
autos de mero trámite o practicado diligencias. 
 
Contradicción de tesis 94/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 31 de 
octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de 
tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario. José Ignacio Morales Simón.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Tercer Circuito, al resolver el impedimento 4/2018, sostuvo que se 
actualizaba la causal de impedimento a que se refiere la fracción XVI, del 
artículo 146 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuando 
un Magistrado Unitario de Circuito hubiera sido Juez de Distrito en el mismo 
asunto y dictado acuerdos de trámite o practicado diligencias en el 
correspondiente proceso. Lo anterior, ya que su imparcialidad puede verse 
influenciada por el conocimiento previo que tuvo del asunto. 
 



 

 

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el impedimento 6/2012, del que derivó la tesis aislada 
II.2º.P.1 (10a.), de rubro: “IMPEDIMENTO. ES INFUNDADO EL 
PLANTEADO POR EL MAGISTRADO DE UN TRIBUNAL UNITARIO DE 
CIRCUITO PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN 
PROMOVIDO CONTRA UNA RESOLUCIÓN DE FONDO EN MATERIA 
PENAL, SI SOLAMENTE INTERVINO COMO JUEZ EN 
DETERMINACIONES DE TRÁMITE Y NO DE FONDO.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, 
agosto de 2012, Tomo 2, página 1786, con número de registro digital 
2001343. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, 
al resolver el impedimento 8/2009, del que derivó la tesis aislada XX.2o.97 
P, de rubro: “IMPEDIMENTO. ES INFUNDADO EL PLANTEADO POR EL 
AHORA MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO PARA CONOCER DEL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA 
DE FONDO EN UN JUICIO PENAL, SIN INTERVINO COMO JUEZ EN EL 
TRÁMITE DE LA CAUSA EN PRIMERA INSTANCIA CALIFICANDO DE 
LEGAL LA DETENCIÓN DEL INCULPADO, ADMITIENDO Y 
DESAHOGANDO PRUEBAS, PERO SIN HABER RESUELTO LA 
SITUACIÓN JURÍDICA NI DICTADO DICHA RESOLUCIÓN DE FONDO.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 1615, con número de registro 
digital 166649. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 12/2019 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO 
ADSCRITO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN RESPONSABLE, NO TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO EN SU CARÁCTER DE 
TERCERO INTERESADO. Los artículos 107, fracción III, inciso a), párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 182 
de la Ley de Amparo establecen la figura del amparo adhesivo, con el 
propósito de que pueda promoverlo la parte que haya obtenido sentencia 
favorable y la que tenga interés jurídico en la subsistencia del acto 
reclamado, para fortalecer las consideraciones vertidas, con el objeto de no 
quedar indefensa al momento en que se resuelva el amparo principal; 
cuando existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar sus 
defensas, trascendiendo al resultado del fallo; y para controvertir las 
consideraciones que concluyeron en un punto decisorio que le perjudicó. En 
ese sentido, para determinar la legitimación del accionante del amparo 
adhesivo, se tienen dos elementos fundamentales previstos en la 
Constitución Federal y en la Ley de Amparo: el primero consiste en la 
calidad de parte en el juicio de amparo –quien obtuvo sentencia favorable– 
y, el segundo, en que se tenga interés jurídico en que subsista el acto 
reclamado. Así, la legitimación está determinada por la concurrencia de 
esas dos condiciones necesarias y conjuntamente suficientes, ya que se 
necesita revestir la calidad de parte y gozar de interés jurídico para 
promoverlo, razón por la cual, si bien el Ministerio Público adscrito al órgano 
jurisdiccional responsable es parte tercero interesada en el juicio de 
amparo, en términos del artículo 5o., fracción III, inciso e), de la ley de la 
materia, ese elemento es insuficiente para conferirle el ejercicio de la acción 
de amparo adhesivo, porque carece de la diversa condición necesaria 
relativa al interés jurídico en que subsista el acto reclamado, ya que no 
puede considerarse que sea titular de un derecho público subjetivo, ni que 
demuestre una afectación real y actual a su esfera jurídica, en forma directa, 
pues por mandato constitucional es el encargado de realizar la investigación 
de los delitos y ejercitar la acción penal ante los tribunales, además de que 
debe velar para que los juicios se sigan con toda regularidad a fin de que la 
administración de justicia sea pronta y expedita, así como pedir la aplicación 
de las penas, sin que ello implique gozar del interés jurídico necesario para 
instar el amparo adhesivo. 
 
Contradicción de tesis 331/2017. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 3 de octubre de 
2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 82/2016, del que derivó la tesis 
aislada II.2o.P.23 K (10a.), de rubro: “AMPARO ADHESIVO EN MATERIA 
PENAL. LA INSTITUCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO (INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 182, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 



 

 

5o., 6o. Y 7o., TODOS DE LA LEY DE LA MATERIA).”, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 37, 
Diciembre de 2016, Tomo II, página 1680, con número de registro digital 
2013308. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 49/2017, del que derivó la 
tesis aislada III.2o.P.120 P (10a.), de rubro: “AMPARO ADHESIVO EN 
MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ESTÁ 
LEGITIMADO PARA PROMOVERLO, AL TENER RECONOCIDO EL 
CARÁCTER DE PARTE EN EL JUICIO CONSTITUCIONAL.”, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
50, Enero de 2018, Tomo IV, página 2047, con número de registro digital 
2016073. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 13/2019 (10a.) 
 
 

EMPLAZAMIENTO. PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA EXAMINAR 
DE OFICIO LAS DILIGENCIAS RESPECTIVAS, AUN RESPECTO DE 
CUESTIONES NO ADUCIDAS EN EL INCIDENTE DE NULIDAD DE 
ACTUACIONES Y, EN SU CASO, EN EL RECURSO ORDINARIO 
INTERPUESTO CONTRA LO RESUELTO EN ÉSTE. Ha sido criterio de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, que el emplazamiento al juicio es 
una de las formalidades esenciales del procedimiento de mayor relevancia 
para garantizar el derecho de audiencia al demandado, pues de ese acto 
procesal depende que éste pueda contestar la demanda, ofrecer y 
desahogar pruebas y alegar en el juicio. En suma, tiene como propósito que 
el demandado tenga adecuada defensa, de modo que se ha considerado 
un acto procesal de orden público y de estudio oficioso por parte de los 
juzgadores. Por las mismas razones, se ha estimado que la falta o la 
ilegalidad del emplazamiento se erige como la violación procesal de 
carácter más grave en el proceso, y que actualiza una violación evidente de 
la ley que deja sin defensa al enjuiciado, que autoriza a suplir la deficiencia 
de la queja de los conceptos de violación en términos del artículo 79, 
fracción VI, de la Ley de Amparo, cuando dicha actuación se impugna como 
violación procesal en el juicio constitucional. Sobre esa base, cuando en el 
juicio natural el demandado comparece antes de que se emita la sentencia 
definitiva y plantea el incidente de nulidad de actuaciones para impugnar el 
emplazamiento y, en su caso, agota el recurso ordinario procedente contra 
lo resuelto en dicho incidente, si se plantea como violación procesal en el 
juicio de amparo, el tribunal colegiado válidamente puede examinar de 
fondo conceptos de violación respecto de cuestiones no propuestas en la 
instancia incidental, o bien, suplir la queja para advertir oficiosamente 
irregularidades de la diligencia de emplazamiento aun cuando no hayan sido 
materia del incidente respectivo, ello, pues el hecho de que el demandado 
hubiere planteado una impugnación expresa del emplazamiento a través de 
la nulidad de actuaciones, no excluye la obligación de estudio oficioso de 
los juzgadores, de manera que mientras subsista y pueda ser analizada la 
controversia sobre la regularidad del emplazamiento, éste debe ser 
analizado con toda amplitud en el juicio de amparo, mediante la suplencia 
de la queja. 
 
Contradicción de tesis 144/2017. Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 31 de 
octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Abraham Pedraza 
Rodríguez y Laura Patricia Román Silva.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en auxilio del 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 361/2016, (cuaderno auxiliar 953/2016), 
en el que consideró que, siendo la falta o el ilegal emplazamiento a juicio, 
una violación evidente de la ley y la violación procesal de mayor magnitud 
y trascendencia, en tanto trastoca significativamente la defensa del 



 

 

demandado en el juicio y afecta su derecho de audiencia, procede aplicar 
la suplencia de la queja en forma total, para examinar oficiosamente la 
diligencia de emplazamiento en su legalidad, respecto de cuestiones no 
aducidas por el quejoso en sus conceptos de violación, incluso, no 
planteadas en el incidente de nulidad de actuaciones. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito al resolver los juicios de amparo directo 323/2010 y 129/2010, 
señaló que es cierto que la falta de emplazamiento o su verificación en 
forma contraria a las disposiciones aplicables, se considera como la 
violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, lo que 
impone suplir la queja deficiente; sin embargo, estimó que cuando el 
demandado compareció al juicio natural antes del dictado de la sentencia y 
promovió el incidente de nulidad de actuaciones contra el emplazamiento, 
queda sujeto a plantear ante la autoridad de origen, todas las violaciones 
que estime le ocasiona dicho acto jurídico y si no lo hizo, el órgano de 
amparo está impedido para analizar de oficio el emplazamiento porque 
entonces su fallo resultaría incongruente. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2019 (10a.) 
 
 

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. EL 
REQUISITO CONSISTENTE EN QUE QUIEN RECIBA LA NOTIFICACIÓN 
DEBA HABITAR EN EL DOMICILIO DESIGNADO, SÓLO ES EXIGIBLE 
A “CUALQUIER OTRA PERSONA” DIVERSA DE LOS PARIENTES Y 
EMPLEADOS DEL DEMANDADO (ARTÍCULO 1393 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO). La finalidad del emplazamiento es que el demandado tenga 
noticia cierta y plena del inicio de un juicio en su contra, del contenido de la 
demanda y de las consecuencias si no comparece a contestarla, todo ello 
en aras de garantizar su derecho a una adecuada y oportuna defensa. 
Acorde con dicha finalidad, el artículo 1393 del Código de Comercio al 
establecer que no obstante habérsele dejado citatorio al demandado en el 
juicio ejecutivo mercantil, éste no lo atendiere, la notificación se entregará a 
sus parientes, a sus empleados o sus domésticos o a “cualquier otra 
persona” que viva en el domicilio señalado. Así, de la interpretación 
armónica y teleológica del indicado precepto y conforme a los principios 
contenidos en los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se concluye que el requisito de que quien reciba la 
notificación debe habitar en el domicilio designado sólo es exigible a 
“cualquier otra persona” diversa de los parientes, empleados y domésticos 
del demandado, en virtud de que el citado requisito no tendría utilidad 
práctica cuando los sujetos vinculados familiar o laboralmente con quien 
debe comparecer a juicio no habitan en el domicilio de éste, aunque 
permanezcan la mayor parte del día en ese lugar. Lo anterior, porque exigir 
que la diligencia mencionada se entienda únicamente con quien habite en 
el domicilio del buscado, obstaculizaría la tramitación del procedimiento; 
máxime que los lazos familiares y laborales antes mencionados generan 
mayor seguridad de que se hará saber al interesado que existe una 
demanda interpuesta en su contra, lo cual no necesariamente ocurriría 
tratándose de “cualquier otra persona”, cuya presencia en el domicilio 
donde se lleve a cabo el emplazamiento podría ser circunstancial. 
 
Contradicción de tesis 98/2017. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito. 21 de noviembre de 
2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos 
en cuanto al fondo, de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó 
que está por la improcedencia de la contradicción. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el entonces Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, 
actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito, al 
resolver los amparos en revisión 224/1995, 277/99, 335/2001, 252/2005 y 
123/2007, de los que derivó la jurisprudencia IX. 1o. J./16, de rubro: 
“EMPLAZAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. PARA QUE LA 
NOTIFIACIÓN DE LA DEMANDA SE ESTIME LEGAL, EL DILIGENCIARIO 
DEBE CERCIORARSE, AL NO ENCONTRAR AL DEMANDADO, QUE LOS 
PARIENTES, DOMÉSTICOS O CUALQUIER OTRA PERSONA HABITAN 
EN LA CASA DESIGNADA PARA HACER ENTREGA DE LA CÉDULA 



 

 

RESPETIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 1295, con número de registro 
digital 171768. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 22/2017, en el 
que sostuvo que el artículo 1393 del Código de Comercio no establece que 
el pariente con el que el actuario entienda la diligencia de emplazamiento, 
cuando el demandado no se encuentre en el domicilio, deba vivir en ese 
domicilio, ya que tal obligación sólo es exigible para aquella persona que no 
tenga un lazo familiar con el demandado, y no para quienes sean sus 
parientes, empleados o domésticos, por lo que no es obligación del actuario 
cerciorarse de un aspecto que no forma parte de las formalidades que rigen 
su actuación, como lo es que el familiar con quien se lleve a cabo el 
emplazamiento viva en ese domicilio. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de trece de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce 
de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 


